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S u p r e m a  C o r t  e :  

I 

   La Sala IV de la Cámara Federal  de Casación Penal, 

por mayoría, no hizo lugar a la queja deducida por el Ministerio Público 

frente a la denegación del recurso de casación contra la decisión de la 

Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico que 

confirmó la resolución del juzgado n° 7 del  fuero en cuanto declaró 

extinguida la acción penal por pago respecto de Alberto Javier S ,  

Diego Gabriel Á  y P  E  S.A., y los sobreseyó en orden 

a la presunta omisión de depositar el monto retenido en concepto del  

impuesto a las ganancias en el período 12/2016  -artículos 6° y 16 de la 

ley 24.769, según la redacción dispuesta por la ley 26.735 - (sentencia 

del 21 de diciembre del 2021, que se encuentra disponible en formato 

digital ante V.E.).  

   Al respecto,  los magistrados que conformaron la 

opinión mayoritaria consideraron que “ la parte recurrente no logra 

confutar la argumentación de la Cámara de Apelaciones en lo Penal 

Económico, trasuntando sus agravios tan sólo una opinión diversa sobre 

la cuestión debatida y resuelta”, y que “el impugnante no acredita 

adecuadamente la existencia de una cuestión federal para habilitar la 

intervención de esta Cámara como tribunal intermedio,  de conformidad 

con la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

en el  caso ‘Di Nunzio’”  (página 1 de dicha resolución) .  

   Contra este pronunciamiento, el fiscal general dedujo 

recurso extraordinario, que fue concedido por decisión del 17 de marzo 
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de 2022. Ambos documentos se encuentran incorporados a las 

actuaciones en formato digital.  

 

II 

   El apelante sostuvo que, al contrario de lo expresado 

por el  a quo ,  en el presente caso se configuró una cuestión federal  puesto 

que había sido controvertida la inteligencia y el alcance del art ículo 16 

de la ley 24.769, de esa naturaleza, y la decisión de la cámara de 

apelaciones fue contraria a la pretensión que el Ministerio Público Fiscal 

fundó en aquél.  

   Añadió que la impugnación formulada en la instancia 

casatoria cumplió con la exigencia de fundamentación, exponiendo 

debidamente tanto los defectos en la interpretación que hizo la cámara en 

lo penal económico sobre las normas aplicables como la inteligencia que 

razonablemente correspondía darle a esas disposiciones, por lo que el  a 

quo  eludió mediante afirmaciones dogmáticas su intervención como 

tribunal intermedio de acuerdo con la doctrina establecida en la 

sentencia de Fallos:  328:1108.   

    

III 

   Si bien V.E. tiene dicho que las resoluciones relativas 

a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los 

tribunales de la causa,  en principio,  son ajenas a la instancia 

extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia 

impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción 

sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el  derecho de 
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defensa en juicio (Fallos: 329:4770; 332:1616; sentencia del  30 de 

octubre de 2007 en los autos V. 438, XLI, “Vecchi, Amado Alejandro s/ 

causa n° 5499”), que también ampara a este Ministerio Público (Fallos:  

329:5323; 340:1283; 344:1716, entre otros).  

   A mi modo de ver, ello es lo que ha ocurrido en el  sub 

examine ,  desde que el a quo  declaró inadmisible el recurso de casación 

mediante afirmaciones dogmáticas por las que omitió tomar en 

consideración los concretos argumentos expuestos por el impugnante. En 

ese sentido, conforme lo expresó el fiscal apelante,  los agravios no 

consistieron en meras discrepancias con la conclusión a la que arribó la 

cámara de apelaciones, sino que su colega de la instancia anterior 

formuló una crítica concreta y razonada de la interpretación que aquélla 

hizo sobre el  artículo 16 de la ley 24.769, y argumentó claramente cuál 

es la inteligencia correcta de esa disposición de carácter federal,  con 

base en el examen del alcance técnico jurídico de sus términos en 

conjunto con los demás artículos pertinentes de esa ley, y en el análisis 

de la uniforme intención del legislador evidenciada en las sucesivas 

redacciones empleadas respecto del supuesto de extinción de la acción 

penal en cuestión.  

   Advierto que, en su pronunciamiento, la Sala A de la 

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico  consideró 

aplicable la exención de responsabil idad prevista en el  artículo 16 de la 

ley 24.769 a la figura de su artículo 6°, y al efecto se remitió a un 

precedente de la sala B de ese tribunal en cuanto había sostenido: 1) que 

ni en el  mensaje del  Poder Ejecutivo que acompañó al proyecto que se 

transformó en la ley 26.735, ni  en su trámite parlamentario,  fueron 
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especificados los delitos respecto de los cuales resultaría aplicable la 

causal absolutoria por cumplimiento espontáneo de las obligaciones 

evadidas incorporada al artículo 16 de la ley 24.769, por lo que no es 

posible extraer de ellos una conclusión acerca del  alcance que se 

pretendió otorgar a ese beneficio;  2) que ninguno de los diversos 

significados del término “evadir” en el Diccionario de la Real Academia 

Española tiene correspondencia  con el  concepto técnico jurídico de 

evasión previsto en los artículos 1° y 7° de la ley 24.769, referido a la 

evasión tributaria o previsional mediante declaraciones engañosas, 

ocultaciones maliciosas o cualquier otro ardid o engaño; ni habilita 

entonces a diferenciar entre las diversas figuras previstas en la ley 

24.769 a los efectos de aquella excepción; y 3) que en la redacción 

original del citado artículo 16 se establecía expresamente que esa causal 

de extinción de la acción penal resultaba aplicable sólo a los delitos 

previstos en los artículos 1° y 7° de esa ley, por lo que la posterior 

eliminación de ese límite mediante la redacción dispuesta por la ley 

26.735 permite inferir que el legislador aceptó la posibilidad de aplicar 

ese beneficio a todas las figuras penales, sin dist inción, y no 

corresponde introducirla entonces por vía de interpretación (conf.  

sentencia del 27 de septiembre de 2021 en el expediente CPE 

803/2019/CA1 -orden n° 32.846-, “P. E. S.A. sobre infracción ley 

24.769”, consultada en el sitio web del Centro de Información Judicial  

[https://www.cij.gov.ar/d/sentencia -SGU-81dc8160-e1bf-4936-8f70-

41986863a732.pdf]).   

   Frente a tales consideraciones , el fiscal ante la cámara 

de apelaciones sostuvo que la resolución se basó en una errónea 
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inteligencia ceñida a la literalidad del texto de ese artículo, por el cual 

se establece que “el sujeto obligado que regularice espontáneamente su 

situación, dando cumplimiento a las obligaciones evadidas, quedará 

exento de responsabilidad penal siempre que su presentación no se 

produzca a raíz de una inspección iniciada, observación de parte de la 

repartición fiscalizadora o denuncia presentada, que se vincule directa o 

indirectamente a él”, en la medida en que en esa instancia se consideró 

que la expresión “obligaciones evadidas” comprendía, entre otras figuras 

previstas en la ley 24.769, a la del  artículo 6° cuya comisión se atribuye 

en este caso.  

   Agregó en esa oportunidad que una interpretación 

sistemática y coherente de ese precepto con el resto de las disposiciones 

de dicha ley lleva razonablemente a concluir que alude, por el contrario,  

sólo a los supuestos de evasión simple y agravada -tanto tributaria como 

previsional- previstos en sus artículos 1°, 2°,  7° y 8°; y destacó que tal 

interpretación resulta compatible con la intención que el  legislador tuvo 

al redactar el texto original del artículo 16 de la ley 24.769, por el que 

se ceñía esa causa de extinción de la acción a las figuras de los art ículos 

1° y 7°, y el actual art ículo 16 -según la redacción dispuesta por la ley 

27.430- en el que se establece una causal de extinción similar cuya 

aplicación tampoco está prevista para el supuesto que se atribuye en 

estos autos.  

   Coincido con el  representante del  Ministerio Público 

Fiscal  en que la decisión de la cámara de apelaciones fue resultado de 

una interpretación meramente literal  de la redacción del artículo 16 de la 

ley 24.769 vigente al  momento de los hechos.   
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   En ese sentido, cabe recordar que la primera fuente de 

interpretación de la ley es su letra, pero por encima de lo que las leyes 

parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen 

jurídicamente,  y si  bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco 

resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la 

interpretación razonable y sistemática (Fallos:  291:181; 293:528; 

327:5649; 344:1887). Asimismo, ha sostenido la Corte que “ es un 

principio de recta interpretación que los textos legales no deben ser 

considerados, a los efectos de establecer su sentido y alcance, 

aisladamente, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma 

materia” (Fallos: 242:247; 343:1457).    

   En el sub examine ,  el análisis de la ley 24.769 bajo 

esas pautas lleva a concluir que con la expresión “ obligaciones 

evadidas” de su artículo 16, el  legislador se refiere -como dije- a las 

figuras previstas en los artículos 1°, 2°, 7° y 8°, en las que la acción 

típica consiste -precisamente- en evadir el pago de tributos, aportes o 

contribuciones,  y circunscribe así a éstas la posibilidad de aplicar la 

exención de responsabilidad penal prevista en aquella norma.  

    Por el contrario, pienso que la inteligencia expuesta 

por la cámara de apelaciones, que extendió la aplicación de esa exención 

al supuesto de omisión de depositar tributos retenidos o percibidos         

-artículo 6°-, perdió de vista que el legislador no empleó en este caso ese 

verbo o conducta con relevancia típica, sino que la describió en distintos 

términos, y el a quo  además no consideró la significación que las 

particularidades del sujeto de esta figura podrían tener para el  examen de 

la cuestión, en la medida en que no prevé el carácter de contribuyente 
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sino de agente de retención o percepción, y sus obligaciones o cargas en 

tal posición no son las mismas que las de aquél.  

   Comparto el razonamiento del apelante en el sentido 

de que, aunque la técnica de redacción empleada sobre este asunto en la 

ley 26.735 no coincida en exactos términos con la original  de la ley 

24.769 ni con la util izada luego en la ley 27.430, no debe suponerse la 

inconsecuencia del legislador ni una postura errática, y cabe apreciar que 

en esas tres definiciones se mantuvo inalterado un único e idéntico 

cri terio según el cual la exención en cuestión sólo resulta aplicable a 

específicas figuras penales entre las que no se encuentra la que se 

atribuye a los imputados en el sub examine .  

   Sin embargo, pese a que esos planteos en torno de la 

aplicación al  caso del artículo 16 de la ley 24.769 -de naturaleza federal -  

estuvieron correctamente formulados y constituían motivos que 

habilitaban la interposición del recurso de casación, el a quo  omitió su 

debido tratamiento mediante la dogmática descalificación como meras 

discrepancias y la invocación de supuestos defectos de fundamentación 

en el escrito del recurso -los cuales, como se señaló, no concurrieron -. 

En tales condiciones, restringió de manera sustancial la vía utilizada con 

menoscabo de la garantía del debido proceso consagrada en el  artículo 18 

de la Constitución Nacional, y dejó de lado una materia propia de su 

competencia como tribunal intermedio, de acuerdo con el criterio 

establecido por la Corte en el caso "Di Nunzio" (Fallos:  328:1108).  

   En consecuencia, entiendo que la sentencia apelada 

carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto 

jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la 
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doctrina de la arbitrariedad (Fallos : 314:737; 320:2451 y 2662, y sus 

citas; 324:3839; entre muchos otros).  

         

IV 

   Por lo expuesto,  y los demás fundamentos 

desarrollados por el  fiscal general , opino que V.E. debe hacer lugar al  

recurso extraordinario interpuesto, y revocar el fallo apelado a fin de 

que, por intermedio de quien corresponda, se dicte uno nuevo de acuerdo 

a derecho.  

         Buenos Aires,  10 de mayo de 2024. 
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